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POLITICAS DE PREVENCION DEL DAÑO ANTIJURIDICO 

 

1. Introducción 

Las políticas de prevención del daño antijurídico tienen sustento en lo señalado en 

el artículo 90 de la Constitución Nacional, según el cual, el Estado responde 

patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean imputables, causados por 

acción o la omisión de las autoridades públicas, caso en el cual, se determine que 

la conducta del agente estatal sea dolosa o gravemente culposa, al Estado le 

corresponde repetir contra éste.  

Es por lo que cobra relevancia la prevención del daño antijurídico como política de 

la administración pública, al punto que su formulación e implementación constituyen 

un deber funcional asignado fundamentalmente a los órganos directivos de las 

entidades públicas Distritales a través del Comité de Conciliación y Defensa Judicial 

que, también por mandato legal expreso, deben ser constituidos en tales entidades. 

El Decreto 1716 de 2009 compilado en el Decreto 1069 del 26 de mayo de 2015 y 

la Resolución  269 de 02 de septiembre de 2020 de la Contraloría General de 

Boyacá, señalan dentro de las funciones de dicho órgano, las relativas a formular, 

aprobar y ejecutar acciones preventivas o correctivas como estrategia de 

prevención del daño antijurídico, así como diseñar las políticas generales que 

orientarán la defensa de los intereses de la Entidad.  

Con base en lo anterior, las entidades través de las políticas públicas orientan sus 

esfuerzos hacia una labor preventiva, para contribuir a la reducción del índice de 

litigiosidad a partir del mejoramiento de su gestión. La prevención del daño 

antijurídico por parte de las entidades estatales obedece la necesidad de reducir 

progresivamente hasta su eliminación las reclamaciones administrativas, 

prejudiciales y judiciales que suelen presentarse por acción u omisión del actuar de 

sus servidores y contratistas, quienes durante el curso ordinario de sus funciones o 

actividades pueden incurrir en fallas generadoras de daños a terceros, que le 

implican a la entidad responsabilidades jurídicas con efectos patrimoniales y de 

responsabilidad para sus colaboradores.  

La política de prevención del daño antijurídico conlleva la solución de deficiencias 

administrativas o misionales que generan litigiosidad e implica el uso de recursos 

públicos para mitigar las causas de los eventos generadores de daño antijurídico, 

de aquí que la metodología a utilizar busque identificar el origen de las fallas y 

establecer el procedimiento a seguir para la formulación, evaluación e 

institucionalización de las acciones que se debe adoptar para reducir los riesgos y 

costos de enfrentar un proceso judicial. 
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2. Marco normativo 

El artículo 267 de la Constitución Política, en concordancia con el artículo 2 de la 

Ley 330 de 1996 consagra la naturaleza de las Contralorías Departamentales, 

indicando que son organismos de carácter técnico, dotadas de autonomía 

administrativa, presupuestal y contractual. 

El artículo 2.2.4.3.1.2.2 del Decreto 1069 de 2015, establece que es función del 

Comité de Conciliación, como una instancia administrativa que actúa en sede de 

estudio, el análisis y formulación de políticas sobre prevención del daño antijurídico. 

En este mismo sentido, el artículo 2.2.4.3.1.2.5 del Decreto 1069 de 2015, indica en 

su numeral primero como función del Comité de Conciliación Formular y ejecutar 

políticas de prevención del daño antijurídico. 

Mediante Decreto 4085 de 2011 se consagra como función de la Agencia Nacional 

de Defensa Jurídica del Estado “Formular, aplicar, evaluar y difundir las políticas 

públicas en materia de prevención de las conductas públicas antijurídicas, del daño 

antijurídico y la extensión de sus efectos”. 

La Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado expidió la Circular Externa No. 

05 del 27 de septiembre de 2019, la cual establece los lineamientos para la 

formulación, implementación y seguimiento de las políticas de prevención de daño 

antijurídico. 

En dicha circular la Agencia Nacional de Defensa Jurídica diseño un aplicativo para 

la formulación de las políticas de prevención de daño antijurídico, el cual, se 

encuentra dirigido a entidades públicas del orden nacional y territorial, y por 

consiguiente el Comité de Conciliación de la Contraloría General de Boyacá 

considera obligatorio adoptarlo, como lineamiento referente de buenas prácticas. 

Por tal motivo, a través del Comité de Conciliación y la Oficina Asesora Jurídica, se 

deberá asegurar su implementación durante los tres (3) años calendario siguiente a 

la formulación de la política. 

Mediante Resolución N° 269 de 02 de septiembre de 2020 se adoptó el reglamento 

interno de comité de conciliación de la Contraloría General de Boyacá. 

 

3. Comité de conciliación 

Según el Decreto 1069 de 2015 el comité de conciliación esta instituido como una 

instancia administrativa que permite analizar y estudiar las políticas de la prevención 

del daño antijurídico y defensa de los intereses de las entidades en su artículo 16 

recita: 

 “Artículo 16. Comité de Conciliación. Este Comité de Conciliación es una instancia 

administrativa que actúa como sede de estudio, análisis y formulación de políticas 

sobre prevención del daño antijurídico y defensa de los intereses de la entidad.” 
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Bajo estos presupuestos normativos se encuentra instituido en la entidad el 

reglamento interno del Comité Técnico de Conciliación mediante Resolución N° 269 

del 02 de septiembre de 2020. 

 

4. Daño antijurídico 

A partir de la expedición de la Constitución Política de 1991, la responsabilidad 

patrimonial del Estado Colombiano encuentra su fundamento en el artículo 90, que 

comprende la de naturaleza contractual y extracontractual generada por la 

causación de un daño antijurídico al particular, imputable al Estado, sin importar si 

fue materializado por acción u omisión de sus agentes. 

Por ello, el núcleo esencial de responsabilidad se enmarca en el daño antijurídico, 

con lo cual, aún las conductas revestidas de legalidad, pueden generar un daño y 

así mismo comprometer su responsabilidad. 

Esta acepción del daño antijurídico como fundamento del deber de reparación del 

Estado armoniza plenamente con los principios y valores propios del Estado Social 

de Derecho, pues al propio Estado corresponde la salvaguarda de los derechos y 

libertades de los particulares frente a la actividad de la administración.  

Así, la responsabilidad patrimonial del Estado se presenta entonces como un 

mecanismo de protección de los administrados frente al aumento de la actividad del 

poder público, el cual puede ocasionar daños, que son resultado normal y legítimo 

de la propia actividad pública, al margen de cualquier conducta culposa o ilícita de 

las autoridades, por lo cual se requiere una mayor garantía jurídica a la órbita 

patrimonial de los particulares.  

Por ello el actual régimen constitucional establece entonces la obligación jurídica a 

cargo del Estado de responder por los perjuicios antijurídicos que hayan sido 

cometidos por la acción u omisión de las autoridades públicas, lo cual implica que 

una vez causado el perjuicio antijurídico y éste sea imputable al Estado, se origina 

un traslado patrimonial del Estado al patrimonio de la víctima por medio del deber 

de indemnización. Igualmente no basta que el daño sea antijurídico sino que éste 

debe ser además imputable al Estado, es decir, debe existir un título que permita su 

atribución a una actuación u omisión de una autoridad pública. 

Es por lo anteriormente mencionado que es necesario proveer como entidad del 

estado todas las condiciones que puedan llegar a generar el daño antijurídico dentro 

de las diferentes áreas de esta institución. 

 

5. Propósitos para la prevención del daño antijurídico 

Solucionar, mitigar o controlar la falencia administrativa o misional que genera 

litigiosidad. 
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Identificar el problema y priorizar los casos reiterados o recurrentes agrupados por 

supuestos fácticos análogos. 

Identificar las causas y determinar la dependencia en donde ocurre la falla.  

 

6. Plan de acción política de prevención del daño antijurídico 

Priorizar los casos, tanto en virtud de la cuantía como de la frecuencia, para focalizar 

los esfuerzos de generación de política de prevención del daño antijurídico.  

Identificar la causa y extraer la falla y/o el error cometido. 

Establecer y analizar las causas. 

Identificar la (s) dependencia (s) en donde ocurre la falla. 

Presentar al Comité de Conciliación los resultados del análisis, por medio de un 

informe detallado y completo que precise cada uno de los puntos estudiados 

(administrativos, financieros, técnicos, jurídicos), y los demás que se consideren 

pertinentes. 

Elaborar la(s) alternativa (s) de solución el cual contendrá frente a cada una de las 

fallas o error cometido lo siguiente:  

a) Las acciones y medidas que mitiguen o resuelvan la causa primaria.  

b) El presupuesto estimado para la solución.  

c) El cronograma para su desarrollo el cual debe incluir el plazo o periodicidad de 

seguimiento. 

 

7. Aplicación de políticas de prevención 

La política de prevención del daño antijurídico está dirigida a las áreas y 

dependencias de la Contraloría General de Boyacá en las cuales se identifique que 

el ejercicio propio de su actividad podría generar riesgos litigiosos para la entidad. 

 

8. Vigencia:  

La Política de Prevención del Daño Antijurídico será para el periodo de las vigencias 

2023 – 2025. 

 

9. Creación  del comité de defensa jurídica 

Siguiendo los presupuestos normativos se hace necesario que quede instituido en 

la Contraloría General de Boyacá el comité de defensa jurídica. 
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Conforme a lo anterior, para tal efecto el comité de defensa jurídica se integrara al 

comité conciliación y como consecuencia se regirá bajo la Resolución N° 269 de 

septiembre de 2020, mediante el cual se adoptó el reglamento interno del comité de 

conciliación teniendo en cuenta los parámetros de funcionamiento, consideraciones, 

periodicidad y las demás contempladas en la resolución mencionada. 

Este comité estará encargado además de lo contemplado en la Resolución N° 269 

de 2020, de velar por la implementación y seguimiento al plan de acción de políticas 

de prevención del daño antijurídico diseñado para la vigencia 2023 a 2025, y su 

respectiva revisión para la siguiente vigencia. 

El presente documento hace parte integral de la Resolución N°  108 del 16 de marzo 

de 2023. 
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